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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a veinticinco de junio de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 010935/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por “XXXXXX”, en lo sucesivo la parte Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Jiquipilco, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O
PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha cuatro de agosto de dos mil veinticinco, la parte Recurrente presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante El Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00250/JIQUIPIL/IP/2025, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:
“La señalada en el archivo5.” (Sic)
Adicionalmente, la parte Recurrente adjunto el archivo electrónico denominado “”, mismo que contiene lo siguiente:
“Con fundamento en el principio de máxima publicidad del artículo 4 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que establece que toda la información en posesión de los sujetos obligados es pública y debe privilegiarse ese principio, y en el artículo 18 del mismo ordenamiento, que obliga a documentar todo acto derivado de sus facultades, competencias o funciones; solicito, en versión digitalizada, respecto del C. Juan José Ramírez Santiago, los siguientes documentos:
• Nombramiento, acta de Cabildo u oficio de adscripción/designación.
• Acta o formato de toma de protesta y, en su caso, de entrega–recepción.
• Contrato laboral o, en su caso, contrato y/o documentos que acrediten la recepción de recursos públicos por prestación de servicios profesionales al Ayuntamiento de Jiquipilco.
• Recibos de nómina y/o recibos de honorarios (si aplica), constancias de percepciones/deducciones y CFDI de nómina (XML/PDF) timbrados.
• Alta en Recursos Humanos/SIIRH, ficha de empleado, formato FUMP (o equivalente) y documento de asignación de clave/plaza/código de puesto en la plantilla de personal vigente.
• Registro en el Directorio de Servidores Públicos, estructura orgánica, tabulador de sueldos y funciones que obren en la PNT/SIPOT y/o en el portal del IPOMEX.
• Alta en el régimen de seguridad social correspondiente (ISSEMyM/IMSS u otro aplicable).
• Constancia de adscripción vigente y/o expediente laboral completo en RH.
• Credencial o gafete institucional y/o correo electrónico institucional asignado.
• Registros biométricos, tarjetas o listas oficiales de asistencia donde aparezca incorporado.
• Documentos que acrediten su participación en procedimientos administrativos relacionados con el Ayuntamiento que haya firmado o rubricado.
En caso de inexistencia de cualquiera de los anteriores, requiero:
• Acuerdo de inexistencia debidamente fundado y motivado.
• Constancia expresa firmada por el Presidente Municipal que señale:
· Que no es servidor público ni fue contratado por honorarios.
· Que no mantiene vínculo laboral, profesional o de asesoría.
· Que no realiza funciones inherentes a un servidor público ni ocupa cargo honorífico o figurativo.
· Que no firma ni ha firmado, inclusive rubricado, documentos oficiales vinculados con el Ayuntamiento.
· Que no recibe ni ha recibido recursos públicos (sueldos, salarios, honorarios, viáticos, prestaciones o similares).
· Que no aparece en plantilla, nómina, directorio o padrón de declarantes.” (Sic)
Modalidad de entrega: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la prórroga.
En fecha veintidós de agosto de dos mil veinticinco el Sujeto Obligado notificó a la parte Recurrente una prórroga para dar respuesta, en los  términos siguientes:
“Con fundamento en el artículo 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se le hace de su conocimiento que el plazo de 15 días hábiles para atender su solicitud de información ha sido prorrogado por 7 días en virtud de las siguientes razones:
DES PUES DE UN ANÁLISIS A LE PETICIÓN DE AMPLIACIÓN DE PLAZO SE CONSIDERA PROCEDENTES LAS RAZONES A FIN DE SE PUEDA ENTREGAR LA INFORMACIÓN SOLICITADA DE LA MANERA CORRECTA” (Sic)

TERCERO. De la respuesta o entrega de la información.
De las constancias que obran en el expediente electrónico, se advierte que el día dos de septiembre de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información en los siguientes términos: 
“En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:
SE REMITE RESPUESTA POR PARTE DE LAS SERVIDORAS PUBLICAS HABILITADAS (COORDINADORA DE RECURSOS HUMANOS Y ENCARGADA DE DESPACHO DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA)“(Sic).
Adicionalmente, el Sujeto Obligado adjuntó los archivos electrónicos denominados “250.pdf” y “CamScanner 02-09-25 12.52.pdf”, mismos que no se reproducen por ser del conocimiento de las partes, sin embargo, serán materia de estudio en el considerando respectivo. 

CUARTO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta notificada por El Sujeto Obligado, el Recurrente interpuso recurso de revisión, en fecha veintiuno de septiembre de dos mil veinticinco, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 010935/INFOEM/IP/RR/2025; en los cuales arguye las siguientes manifestaciones:
a) Acto impugnado 
“La respuesta del Sujeto Obligado” (sic)
b) Razones o motivos de inconformidad
“Lo señalado en el escrito adjunto” (sic)
Adicionalmente la parte Recurrente adjunto el archivo electrónico denominado “Carta de Interposición de RR. Solicitud 00250.pdf”, mismo que no se reproduce por ser del conocimiento de las partes, sin embargo, será materia de estudio en el considerando respectivo.

QUINTO. Del turno y admisión del recurso de revisión.
El medio de impugnación fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico SAIMEX, en términos del artículo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha veinticuatro de septiembre de dos mil veinticinco, determinándose en ellos, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

SEXTO. De la etapa de instrucción.
De las constancias que obran en el expediente electrónico del SAIMEX, se advierte que el Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha tres de octubre de dos mil veinticinco y veintidós de mayo de dos mil veintiséis, por medio de los archivos electrónicos “Manifestaciones 250.pdf” y “Manifestaciones 250 (3).pdf”, mismos que fueron puestos a la vista del Recurrente.

Así mismo, se aprecia que no se llevaron a cabo audiencias durante la sustanciación del recurso de revisión, ni se ofrecieron pruebas por parte del Recurrente; todo lo anterior en términos de los artículos 185 fracciones II y IV, y 195 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

SÉPTIMO De la ampliación del término para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que han transcurrido los términos de Ley, para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que en fecha veinticuatro de febrero de dos mil veintiséis, se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.

OCTAVO. Del Cierre de Instrucción.
Por lo que una vez transcurrido el periodo otorgado a las partes de siete días hábiles para realizar sus manifestaciones en el acuerdo de admisión, y no habiendo prueba pendiente por desahogar, ni que documentos que integrar al expediente electrónico, se decretó el cierre de instrucción en fecha veinticuatro de junio de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar el expediente a la resolución que en derecho proceda.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5, párrafos trigésimo séptimo, trigésimo octavo y trigésimo noveno fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.
TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad, los cuales deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.
Siendo facultad de este Órgano entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, en los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso, generando eficacia jurídica en las resoluciones, máxime que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión, sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. Así las cosas, del análisis de los expedientes electrónicos no se advierte ninguna causa de improcedencia que se actualice ni mucho menos alguna hecha valer por alguna de las partes, procediendo al estudio del fondo del asunto, en los siguientes términos. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


CUARTO. Estudio y resolución del asunto 	
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.
Ahora bien, el artículo 179 de la Ley de Transparencia establece las causales para la procedencia del recurso de revisión, tal como se transcribe:
Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas: 
I. La negativa a la información solicitada; 
II. La clasificación de la información; 
III. La declaración de inexistencia de la información; 
IV. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado; 
V. La entrega de información incompleta; 
VI. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado; 
VII. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información; 
VIII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado; 
IX. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante; 
X. Los costos o tiempos de entrega de la información; 
XI. La falta de trámite a una solicitud; 
XII. La negativa a permitir la consulta directa de la información; 
XIII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta; y 
XIV. La orientación a un trámite específico. 
La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por las causales señaladas en las fracciones IV, VII, IX, X, XI y XII es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de revisión, ante el Instituto.

Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos del ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que requiere la siguiente información:
Respecto del C. Juan José Ramírez Santiago, los siguientes documentos: 
1. Nombramiento, acta de Cabildo u oficio de adscripción/designación. 
2. Acta o formato de toma de protesta y, en su caso, de entrega–recepción. 
3. Contrato laboral o, en su caso, contrato y/o documentos que acrediten la recepción de recursos públicos por prestación de servicios profesionales al Ayuntamiento de Jiquipilco.
4. Recibos de nómina y/o recibos de honorarios (si aplica), constancias de percepciones/deducciones y CFDI de nómina (XML/PDF) timbrados. 
5. Alta en Recursos Humanos/SIIRH, ficha de empleado, formato FUMP (o equivalente) y documento de asignación de clave/plaza/código de puesto en la plantilla de personal vigente.
6. Registro en el Directorio de Servidores Públicos, estructura orgánica, tabulador de sueldos y funciones que obren en la PNT/SIPOT y/o en el portal del IPOMEX. 
7. Alta en el régimen de seguridad social correspondiente (ISSEMyM/IMSS u otro aplicable).
8. Constancia de adscripción vigente y/o expediente laboral completo en RH.
9. Credencial o gafete institucional y/o correo electrónico institucional asignado. 
10. Registros biométricos, tarjetas o listas oficiales de asistencia donde aparezca incorporado.
11. Documentos que acrediten su participación en procedimientos administrativos relacionados con el Ayuntamiento que haya firmado o rubricado. En caso de inexistencia de cualquiera de los anteriores, requiero:
12. Acuerdo de inexistencia debidamente fundado y motivado. 
13. Constancia expresa firmada por el Presidente Municipal que señale: o Que no es servidor público ni fue contratado por honorarios. o Que no mantiene vínculo laboral, profesional o de asesoría. o Que no realiza funciones inherentes a un servidor público ni ocupa cargo honorífico o figurativo. o Que no firma ni ha firmado, inclusive rubricado, documentos oficiales vinculados con el Ayuntamiento. o Que no recibe ni ha recibido recursos públicos (sueldos, salarios, honorarios, viáticos, prestaciones o similares). o Que no aparece en plantilla, nómina, directorio o padrón de declarantes.

De conformidad con las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el Sujeto Obligado dio respuesta por medio del sistema SAIMEX, a la solicitud de información 00250/JIQUIPIL/IP/2025; por medio del archivo electrónico siguiente:
· 250.pdf: oficio número JIQ/RH/0448/2025, firmado por la Coordinadora de Recursos Humanos, en el que informa que dentro de sus archivos y registros no hay ningún trabajar adscrito al Sujeto Obligado bajo ese nombre. 
· CamScanner 02-09-25 12.52.pdf: documento firmado por la Encargada del Despacho de la Coordinación de la Unidad de Transparencia y Acceso a la Información Pública, por medio del cual ratifica la respuesta de la Coordinadora de Recursos Humanos.

Es así como, derivado de la respuesta emitida por El Sujeto Obligado, el Recurrente, interpuso el presente recurso de revisión, señalando sustancialmente como sus razones o motivos de inconformidad, lo siguiente: “Lo señalado en el escrito adjunto” (Sic).
· Carta de Interposición de RR. Solicitud 00250.pdf:
“…
I. Acto impugnado
La respuesta del Ayuntamiento de Jiquipilco, emitida por la Coordinación de Recursos Humanos, limitada a señalar que el C. Juan José Ramírez Santiago “no labora en el Ayuntamiento”, sin pronunciarse sobre la totalidad de los documentos expresamente solicitados en versión digitalizada ni turnar la petición a todas las áreas competentes, ni emitir acuerdos de inexistencia por cada rubro.
…
En ese contexto, se ofrecen como prueba las fotografías y videos publicados en la página oficial de Facebook del Ayuntamiento de Jiquipilco, debidamente recopilados para la interposición del presente recurso de revisión. En dichas publicaciones se observa al C. Juan José Ramírez Santiago desempeñando, aparentemente, funciones propias de un servidor público o actuando a nombre del Ayuntamiento de Jiquipilco. Para facilitar su valoración, el material se presenta en orden cronológico.
…
VI. Petitorios. 
Primero. Se admita el presente recurso de revisión y se tengan por ofrecidas las pruebas documentales, gráficas, audiovisuales y notariales referidas, reservando su exhibición material para el momento procesal que determine el Comisionado Ponente. 
Segundo. Se revoque la respuesta impugnada y se ordene la entrega íntegra, completa, digital y legible de todos los documentos solicitados respecto del señor Juan José Ramírez Santiago, en los términos precisados en la solicitud. 
Tercero. Se ordene al Sujeto Obligado realizar una búsqueda exhaustiva y razonable en todas y cada una de las unidades administrativas previstas en el artículo 77 del Bando Municipal de Jiquipilco, así como en archivos físicos y electrónicos, sistemas, repositorios y respaldos institucionales, dejando constancia pormenorizada de criterios, fuentes, periodos, responsables y resultados. 
Cuarto. En caso de no localización de alguno de los rubros, se ordene emitir acuerdos de inexistencia individualizados, debidamente fundados y motivados, que describan con precisión la metodología de búsqueda, áreas consultadas, responsables y resultados obtenidos, con la indicación de las razones por las que, en su caso, debiendo existir, no se generó el documento. 
Quinto. Se requiera al Sujeto Obligado preservar y remitir al expediente, para su valoración, los materiales publicados en sus redes sociales oficiales y cualquier soporte audiovisual relacionado con los eventos descritos (transmisiones en vivo, videos, fotografías), así como programas, convocatorias, minutas, listas de asistentes, oficios de comisión, constancias de entrega de reconocimientos y documentación logística de los actos del 2 de enero, 11 de febrero, 24 de febrero, 19 de marzo, 21 de marzo, 22 de abril, 5 de junio y 16 de septiembre de 2025. 
Sexto. Se decreten medidas de preservación de la evidencia digital y documental, instruyendo al Sujeto Obligado abstenerse de modificar, eliminar o alterar publicaciones, archivos o metadatos vinculados con los hechos materia del recurso, bajo apercibimiento de las medidas de apremio legales. 
Séptimo. Se ordene la práctica de la prueba testimonial ofrecida al personal adscrito a la Sindicatura Municipal y a la Secretaría Técnica del Ayuntamiento de Jiquipilco, así como a los integrantes del Ayuntamiento (Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento, Síndico y Regidores) respecto de los eventos señalados, aplicando los cuestionarios que oportunamente se presentarán en etapa de manifestaciones. 
Octavo. Se requiera informe justificado a la Coordinación de Recursos Humanos y a la Unidad de Transparencia sobre las búsquedas realizadas, áreas consultadas, solicitudes internas de información, respuestas recibidas y decisiones adoptadas en la atención de la solicitud original. 
Noveno. Se dé vista al Órgano Interno de Control del Ayuntamiento de Jiquipilco por las posibles responsabilidades administrativas derivadas de la respuesta incompleta e imprecisa y de la eventual negativa ficta o inexistencia indebida.
…” (Sic)

Del archivo antes referido, se tiene que la parte Recurrente ofreció como prueba de su dicho fotografías publicadas en las redes sociales del Ayuntamiento, mismas que no se reproducen por ser del conocimiento de las partes, sin embargo, la Parte Recurrente refiere que corresponden a la persona referida en la solicitud, donde aparece como parte de la administración.

Por lo que hace a los puntos petitorios quinto, sexto, séptimo y noveno es necesario hacer del conocimiento a la parte Recurrente que el recurso de revisión no es el medio para ordenar que se preserve información publicada en redes sociales, recabar testimonios, ni dar vista al Órgano Interno de Control por posibles responsabilidades derivadas de su respuesta. 

De las constancias que obran en el expediente electrónico del SAIMEX, se advierte que
el Sujeto Obligado rindió su informe justificado por medio de los archivos electrónicos denominados “Manifestaciones 250.pdf” y “Manifestaciones 250 (3).pdf”, en los que ratifica su respuesta. 

Por otro lado, la parte Recurrente rindió sus manifestaciones por medio de los archivos electrónicos denominados:
· Manifestaciones.pdf: documento por medio del cual se desiste de las pruebas testimoniales.
· Argumentos y pruebas supervenientes.pdf: contiene un recibo de nómina de la primera quincena de enero de 2026, así como, diversas fotografías de publicaciones del Sujeto Obligado en Facebook. 

En primer término y derivado de las constancias que integran el presente recurso de revisión, es necesario precisar a la parte Recurrente que el Recurso de Revisión únicamente se puede resolver con la que el Sujeto Obligado contaba a la fecha de la solicitud, es decir, al cuatro de agosto de dos mil veinticinco.

Una vez acotado lo anterior, es necesario establecer que conforme a la información publicada en el IPOMEX del Sujeto Obligado se tiene que el servidor público fue dado de alta el 01 de diciembre de 2025, es decir, en una fecha posterior a la fecha de la solicitud, tal como se ilustra:
[image: ]
Por otro lado, el recibo de nómina que el Recurrente adjunta en etapa de manifestaciones corresponde al año 2026.

Ahora bien, quedando establecido lo anterior, este Órgano Garante considera viable realizar el estudio en aras de establecer si la respuesta del Sujeto Obligado colma la pretensión del Recurrente, así como calificar los motivos de inconformidad del particular. 
	Requerimientos
	Respuesta
	Colma

	Respecto del C. Juan José Ramírez Santiago, los siguientes documentos: 
Nombramiento, acta de Cabildo u oficio de adscripción/designación. 
Acta o formato de toma de protesta y, en su caso, de entrega–recepción. 
Contrato laboral o, en su caso, contrato y/o documentos que acrediten la recepción de recursos públicos por prestación de servicios profesionales al Ayuntamiento de Jiquipilco.
Recibos de nómina y/o recibos de honorarios (si aplica), constancias de percepciones/deducciones y CFDI de nómina (XML/PDF) timbrados. 
Alta en Recursos Humanos/SIIRH, ficha de empleado, formato FUMP (o equivalente) y documento de asignación de clave/plaza/código de puesto en la plantilla de personal vigente.
Registro en el Directorio de Servidores Públicos, estructura orgánica, tabulador de sueldos y funciones que obren en la PNT/SIPOT y/o en el portal del IPOMEX. 
Alta en el régimen de seguridad social correspondiente (ISSEMyM/IMSS u otro aplicable).
Constancia de adscripción vigente y/o expediente laboral completo en RH.
Credencial o gafete institucional y/o correo electrónico institucional asignado. 
Registros biométricos, tarjetas o listas oficiales de asistencia donde aparezca incorporado.
Documentos que acrediten su participación en procedimientos administrativos relacionados con el Ayuntamiento que haya firmado o rubricado. En caso de inexistencia de cualquiera de los anteriores, requiero:
Acuerdo de inexistencia debidamente fundado y motivado. 
	La Coordinadora de Recursos Humanos, en el que informa que dentro de sus archivos y registros no hay ningún trabajar adscrito al Sujeto Obligado bajo ese nombre.
	Sí

	Constancia expresa firmada por el Presidente Municipal que señale: o Que no es servidor público ni fue contratado por honorarios. o Que no mantiene vínculo laboral, profesional o de asesoría. o Que no realiza funciones inherentes a un servidor público ni ocupa cargo honorífico o figurativo. o Que no firma ni ha firmado, inclusive rubricado, documentos oficiales vinculados con el Ayuntamiento. o Que no recibe ni ha recibido recursos públicos (sueldos, salarios, honorarios, viáticos, prestaciones o similares). o Que no aparece en plantilla, nómina, directorio o padrón de declarantes.
	
	Derecho de petición



En ese sentido, lo que manifiesta el sujeto obligado, se traduce como una expresión en sentido negativo, toda vez que refirió no contar con la información requerida, al no existir dentro de sus archivos información relacionada con la persona referida en la solicitud, por lo tanto, dichos requerimientos no pueden obran en los archivos de dicha autoridad, ya que no puede probarse por ser lógica y materialmente imposible, en razón de que, al no haber generado dicha información, no la posee, no administra, y no cuenta con la misma.

De lo anterior se coligue que el sujeto obligado no está obligado a proporcionar información que no obre en sus archivos, siendo necesario referir puntualmente que la inexistencia de la información solicitada en el presente asunto, implica la acreditación de un hecho negativo, el cual no es susceptible de exigir su demostración.

Por lo anterior sirve de sustento la Tesis Aislada 267287, emanada por el Máximo Juzgador de la Nación, la cual refiere lo siguiente:

HECHOS NEGATIVOS, NO SON SUSCEPTIBLES DE DEMOSTRACIÓN. ”Tratándose de un hecho negativo, el Juez no tiene por qué invocar prueba alguna de la que se desprenda, ya que es bien sabido que esta clase de hechos no son susceptibles de demostración.
Amparo en revisión 2022/61. José García Florín (Menor). 9 de octubre de 1961. Cinco votos. Ponente: José Rivera Pérez Campos.”

De igual forma viene a colación el Criterio orientador 7/2017, emitido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, cuyo texto se transcribe a continuación:
Casos en los que no es necesario que el Comité de Transparencia confirme formalmente la inexistencia de la información. “La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública establecen el procedimiento que deben seguir los sujetos obligados cuando la información solicitada no se encuentre en sus archivos; el cual implica, entre otras cosas, que el Comité de Transparencia confirme la inexistencia manifestada por las áreas competentes que hubiesen realizado la búsqueda de la información. No obstante lo anterior, en aquellos casos en que no se advierta obligación alguna de los sujetos obligados para contar con la información, derivado del análisis a la normativa aplicable a la materia de la solicitud; y además no se tengan elementos de convicción que permitan suponer que ésta debe obrar en sus archivos, no será necesario que el Comité de Transparencia emita una resolución que confirme la inexistencia de la información.

No se omite comentar que, al haber existido un pronunciamiento por parte del Sujeto Obligado, a fin de dar respuesta a la solicitud planteada, este Instituto no está facultado para manifestarse sobre la veracidad de la información proporcionada, pues este Órgano Garante, conforme al artículo 36 de la Ley de la Materia, no se encuentra facultado para pronunciarse acerca de la autenticidad de dicho pronunciamiento. 

Sin embargo, se dejan a salvo los derechos de la parte recurrente para que presente nueva solicitud y requiera la información de su interés a partir de la fecha en que fue dado de alta. 

Ahora bien, Nuestra Carta Magna dispone que para el ejercicio del derecho de acceso a la información los Estados deben observar diversos principios y bases, entre los cuales se establece que toda la información en posesión de cualquier autoridad, órgano, organismo, órganos autónomos, así como de cualquier sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes, ello se aprecia en el Artículo 6, apartado A, numeral I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que a la letra establece:

Artículo 6
…
Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

1. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.

Por otro lado, en atención a lo dispuesto por los artículos 3, fracción XI y 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los cuales son del tenor literal siguiente:

Artículo 3.- Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
…
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;

Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.

Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.

Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

De la interpretación a los preceptos citados, se desprende que es información pública la contenida en los documentos que los Sujetos Obligados generen, administren o se encuentre en su posesión en el ejercicio de sus atribuciones y que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona.

En tal tesitura, este Órgano Garante estima que las razones o motivos de inconformidad hechos valer por la parte Recurrente son infundados, en virtud de que, la respuesta se emitió por el servidor público habilitado, tal como ya quedo precisado en párrafos anteriores, por lo que, se tiene que la autoridad que emitió la respuesta y el documento remitido satisface la pretensión del particular.

En síntesis, el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue el soporte documental en que conste la información pública, toda vez que, los Sujetos Obligados no tienen el deber de generar, poseer o administrar la información pública con el grado de detalle solicitado; esto es, que no tienen el deber de generar un documento ad hoc, para satisfacer el derecho de acceso a la información pública.

Como apoyo a lo anterior, es aplicable el Criterio orientador 03-17, emitido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que dice: 


No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.


En virtud de lo anterior, este Órgano Garante arriba a la conclusión de que la respuesta primigenia del Sujeto Obligado se encuentra dotada de los principios de congruencia y exhaustividad, los cuales a toda luz garantizan el derecho de acceso a la información pública. Robustece lo anterior el criterio orientador 02/17 del entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales que dispone a la literalidad lo siguiente: 
“CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD. SUS ALCANCES PARA GARANTIZAR EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
De conformidad con el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en términos de su artículo 7; todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, la congruencia implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de información.
· RRA 0003/16 Comisión Nacional de las Zonas Áridas. 29 de junio de 2016. Por unanimidad. Comisionado Ponente Oscar Mauricio Guerra Ford. 
· RRA 0100/16. Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación. 13 de julio de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente Areli Cano Guadiana. 
· RRA 1419/16 Secretaría de Educación Pública. 14 de septiembre de 2016. Por unanimidad. Comisionado Ponente Rosendoevgueni Monterrey Chepov.” (Sic)

Con base en lo anteriormente expuesto, se arriba a la conclusión de que la respuesta del Sujeto Obligado colmó el derecho de acceso a la información ejercido por el particular. 

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan infundados los motivos de inconformidad que arguye la parte RECURRENTE en su medio de impugnación que fuera materia de estudio, por ello con fundamento en el artículo 186 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se CONFIRMA la respuesta a la solicitud de información número 00250/JIQUIPIL/IP/2025, que ha sido materia del presente fallo.
Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,

S E RESUELVE
PRIMERO. Se CONFIRMA la respuesta entregada por EL SUJETO OBLIGADO a la solicitud de información número 00250/JIQUIPIL/IP/2025, por resultar infundados los motivos de inconformidad que arguye la parte RECURRENTE, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución.

SEGUNDO. NOTIFÍQUESE vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado.

TERCERO. Notifíquese la presente resolución a la parte RECURRENTE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

CUARTO. Se hace del conocimiento de la parte RECURRENTE que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en caso de que considere que la resolución le cause algún perjuicio podrá impugnarla vía juicio de amparo en los términos de las leyes aplicables. 

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS; MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA; SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ; LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA; EN LA VIGÉSIMA TERCERA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL VEINTICINCO DE JUNIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. ---------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/LMST
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